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La política agropecuaria del tercer gobierno peronista y el accionar de las entidades empresarias / Cecilia Vitto

Resumenel presente trabajo busca analizar los principales lineamientos de la política agro-pecuaria llevada a cabo entre mayo de 1973 y octubre de 1974, durante la gestión deHoracio Giberti al frente de la secretaría de agricultura y Ganadería, y la reacción delas principales entidades empresarias del agro. en este período se buscó llevar a cabouna transformación integral del sector frente a la cual, luego de una primera etapa deaceptación de las políticas implementadas por parte de las entidades empresarias, sefue generando un creciente descontento que, con posterioridad a la muerte de Juan do-mingo perón, fue tomando la forma de una creciente ofensiva desestabilizadora..
Palabras clave: política agropecuaria - anteproyecto de ley agraria - peronismo - apeGe - en-tidades empresarias
Abstract
The agricultural policy of the third Peronist government and the conduct of the business 
organizationsthe work seeks to analyze the main guidelines of the agricultural policy carried outbetween May 1973 and october 1974 during the administration of Horacio Giberti atthe head of the Ministry of agriculture and livestock, and the reaction of the main agri-cultural business entities. during this period, an attempt was made to carry out an in-tegral transformation of the sector. after an initial stage of acceptance of the policiesimplemented by the business entities, a growing discontent was generated which, afterthe death of Juan domingo perón, took the form of a growing destabilizing offense.
Keywords:agricultural policy - draft agrarian law - peronism - apeGe - Business entities
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Introducciónl a política agropecuaria del tercer gobierno peronista, contenida funda-mentalmente en el plan trienal para la Reconstrucción y la liberaciónnacional y llevada a cabo por el secretario de agricultura y GanaderíaHoracio Giberti durante la gestión del entonces ministro de economía José BerGelbard, pretendía una transformación integral en el funcionamiento del sector apartir de la premisa de la función social que debía cumplir la tierra. el programa de reforma estructural buscaba resolver problemáticas vinculadasa los arrendamientos y aparcerías rurales a través de la suspensión de los juiciosde desalojo, la regulación de los precios y el comercio exterior de los productosdel agro por medio del funcionamiento de las Juntas nacionales de carnes y deGranos, como así también de la modificación de cuestiones estructurales vinculadasa la productividad de la tierra y a su estructura de propiedad por medio del im-puesto a la renta normal potencial de la tierra y el anteproyecto de ley agraria.el objetivo de este artículo es analizar la política agropecuaria llevada a cabopor Giberti, y las respuestas de las principales entidades representativas del sector.en primer lugar, se analizan las distintas medidas de política agropecuaria del pe-ríodo; a continuación se presenta la reacción de las entidades empresarias entremayo de 1973 y octubre de 1974, período caracterizado por el pasaje de una acep-tación inicial a un creciente descontento; y posteriormente se describe la ofensivadel sector, en el marco de la descomposición de la alianza gobernante luego de lamuerte de Juan domingo perón. Finalmente, se presentan unas breves reflexionesfinales. 
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La política agropecuaria inicial: un programa muy ambiciosola propuesta de política económica de Gelbard residió esencialmente en la im-plementación del plan trienal para la Reconstrucción y la liberación nacional,programa que expresaba una política de concertación entre los trabajadores orga-nizados, el estado y los empresarios, y que se proponía que el dinamismo de laeconomía se vaya trasladando de los monopolios extranjeros hacia el conjunto delsector productivo nacional, el estado y los empresarios del país (poder ejecutivonacional, 1973, p. 17). la situación estructural en 1973 se caracterizaba por un marcado predominioeconómico del capital extranjero, en el marco del funcionamiento de la segundaetapa de la industrialización sustitutiva de importaciones. en este contexto, eltercer gobierno peronista buscaba estimular el desarrollo del sector privado na-cional en pos de equilibrar el poder económico del capital extranjero y de la oli-garquía nacional para revertir el proceso de desnacionalización y dependencia.durante la gestión de Gelbard se promulgó una gran cantidad de leyes quetenían como pilares fundamentales promover el crecimiento de la industria nacionaly estimular el uso de la tecnología local: la ley de inversiones extranjeras (ley20.557), que regulaba al capital foráneo atento a las necesidades del desarrollodel país; la corporación para el desarrollo de la pequeña y Mediana empresa(copYMe) (ley 20.568); la ley de defensa del trabajo y la producción nacional(ley 20.545) y la ley de promoción industrial (ley 20.560), que otorgaba apoyoestatal a aquellas unidades productivas que se determinaran como prioritarias enbase a las necesidades del país y podían presentarse solamente empresas de capitalnacional. esas leyes –que buscaban profundizar la industrialización– se complementabancon medidas hacia el capital financiero, entre las que merecen destacarse la nacio-nalización de los depósitos bancarios, la modificación de la carta orgánica delBanco central de la República argentina (BcRa), la rebaja de las tasas de interés,y la regionalización de los directorios del Banco de la nación y del Banco nacionalde desarrollo, en pos de controlar la transferencia de recursos entre regiones así
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como de contribuir a una mayor participación regional en la toma de decisiones(poder ejecutivo nacional, 1973). el sector agropecuario no fue la excepción a esta política de reforma. la políticaagropecuaria llevada a cabo a partir de mayo de 1973 –vinculada a la gestión delingeniero agrónomo Giberti1– tenía como objetivos promover el acceso a los mediosde producción por parte de los “auténticos” productores agropecuarios, mejorarla distribución del ingreso en el sector y redistribuir regionalmente la produccióny el ingreso agropecuario (poder ejecutivo nacional, 1973). su relevancia se magnifica al observar la estructura de propiedad de la tierraen la provincia de Buenos aires, corazón de la pampa húmeda, donde en el períodobajo análisis casi dos tercios de las partidas correspondían a menos del 10% de lasuperficie del catastro inmobiliario rural, al tiempo que solo un 5% de las partidasacaparaban casi la mitad de la superficie, con más de 500 hectáreas por partida(cuadro 1), dando cuenta de la particularidad de la estructura agraria argentina,caracterizada por la presencia de grandes latifundios en manos de pocos grandesterratenientes y una gran cantidad de minifundios.la importancia del agro estaba explicitada en el plan trienal para la Recons-trucción y la liberación nacional, en tanto el mismo debía cumplir una doble fun-ción de abastecedor del mercado interno y generador de excedente para crear ca-pacidad externa de compra. para ello, se diseñó una gran cantidad de medidas quebuscaban redimensionar las relaciones de fuerza en el sector, y que se analizarána continuación.
1 Horacio Giberti fue un ingeniero agrónomo con una vasta trayectoria en el campo de la política agrope-cuaria. Fue presidente del instituto nacional de tecnología agropecuaria (inta) en el período 1958-1961, coordinador del sector agropecuario del consejo nacional de desarrollo (conade) y consultordel consejo Federal de inversiones (cFi) de 1963 a 1967, director del Banco nación de 1971 a 1973, se-cretario de agricultura y Ganadería en el período 1973-1974, y autor de numerosos artículos y libros,entre los que se destaca Historia económica de la ganadería argentina (1954). al respecto, consúlteseRamírez (2011) y Gárgano (2015). 
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una de las principales medidas fue la sanción, en julio de 1973, de la ley 20.518,que establecía la suspensión hasta finales de 1974 del trámite de los juicios de de-salojo o procedimientos de ejecución de sentencia de desalojo referentes a arren-damientos y aparcerías rurales. los productores que se encontrasen incluidos enestas disposiciones debían inscribirse dentro de los noventa días en el registro delconsejo agrario nacional para ser adjudicatarios de un predio que les permitierala continuación de la explotación agropecuaria, momento en que debían hacer en-trega efectiva del inmueble desalojable. el consejo, por su parte, debía verificar elcumplimiento de los requisitos previstos en la ley, efectuar las determinacionestécnicas y chequear el cumplimiento de las condiciones por parte de los compra-dores antes y después de la adquisición (león y Rossi, 2003b).dicha ley apuntaba a la situación de los pequeños y medianos productoresarrendatarios y aparceros, exceptuando de dicha suspensión a los juicios entabladoscontra sociedades de capital (Makler, 2005a), y se complementaba con la ley20.543 que establecía beneficios crediticios e impositivos para promover el accesoa la tierra con la intención de fomentar las explotaciones familiares y evitar el des-

Cuadro 1. 
Catastro inmobiliario rural de la provincia de Buenos Aires. 

Distribución de las partidas y de la superficie, según tamaño de las partidas, 1972

Fuente: Elaboración propia en base a Basualdo y Khavisse (1993).

Hectáreas por partida
Partidas Superficie

Cantidad % Hectáreas %
Hasta 9 87.996 34% 306.680 1%
10 – 49 76.320 30% 1.970.302 7%
50 – 299 72.223 28% 8.974.149 31%
300 -499 9.918 4% 3.746.854 13%
500 – 999 6.913 3% 4.685.283 16%
1000 – 4999 4.103 2% 7.475.830 26%
más de 5000 204 0% 2.131.782 7%
Total 257.677 100% 29.290.880 100%
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poblamiento del campo. por otro lado, a partir de las leyes 20.535 y 20.573, san-cionadas en septiembre de 1973, se establecían nuevas facultades para las Juntasnacionales de carnes y de Granos (león y Rossi, 2003a), por medio de las cualesel estado buscaba controlar el comercio externo de dichos productos y garantizarlos precios de los productores. de lo que se trataba era del derecho del estado acomprar y vender la totalidad de las exportaciones agropecuarias, es decir, de unanacionalización parcial del comercio exterior. el estado podría, en ambos casos,determinar cuáles productos quedarían englobados bajo esta medida con carácterexclusivo. asimismo, en ambos casos el estado podría actuar también competiti-vamente en el mercado interno, efectuando toda clase de operaciones comercialespara propender al abastecimiento, consumo y abaratamiento de estos productos. en el caso de las carnes, en la práctica la Junta nacional de carnes no comprabahacienda, si bien tenía la facultad. lo que hacía era intervenir en la fijación deprecios internos para contener el precio de la carne debido al impacto que teníaen la inflación. en el caso de los granos sí se adoptó una política de comercialización por partedel estado, que compraba los granos a un precio que éste mismo fijaba, y los ex-portaba mediante convenios bilaterales, de tal manera que el precio era dictadoen el mercado internacional, y le pagaba una comisión a las empresas cerealeraspara el uso del aparato comercializador. ello implicaba el estudio de la cadena decostos del sector, comenzando desde abajo, para llegar así a un precio razonableque asegurara una rentabilidad en todos los segmentos, y establecer el preciodentro de la banda comprendida entre los costos y el precio internacional (Ramírez,2011). otra cuestión sustancial que se proponía tratar el Gobierno era la relativa aluso y tenencia de la tierra. dos legislaciones merecen especial atención en tal sen-tido: el impuesto a la renta normal potencial de la tierra, y el anteproyecto de leyagraria. la ley 20.538, sancionada en septiembre de 1973, tenía dos componentes: porun lado, establecía un impuesto nacional de emergencia sobre las tierras agrope-
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cuarias libres de mejora que tendría vigencia durante 1974 (hasta que se concretarael relevamiento de información necesaria para la determinación de la renta poten-cial de cada predio); y, por otro, establecía un impuesto a la renta potencial normalde las explotaciones agropecuarias que debería comenzar a regir a partir de enerode 1975, como parte del impuesto a los réditos (lattuada, 1986). este impuesto,en vez de recaer sobre la producción como sucedía hasta la fecha con el consecuentedesaliento a la expansión de la actividad, se establecería en base a la productividad“normal” y “potencial” de la tierra de cada unidad económica de explotación, to-mando en consideración para su cálculo el rubro de producción y las característicasde la zona. de esta manera, el establecimiento de este impuesto se considerabacrucial para la resolución de la problemática de subutilización de la tierra inherentea los latifundios, y buscaba alentar el aumento de la productividad premiando alos productores más eficientes, ya que, al tratarse de un impuesto fijo, castigaríaen mayor medida a los que menos producían. por su parte, el anteproyecto de ley agraria materializaba los objetivos e ins-trumentos fijados en el plan sectorial agropecuario y proponía modificacionessustantivas en la estructura agraria, con el objeto de resolver problemáticas aso-ciadas a la presencia de latifundios y minifundios.una cuestión sustantiva del anteproyecto era la función social que otorgaba ala tierra, función que se cumplía, tal como se señala en el artículo 1, “cuando es ex-plotada en forma acorde a su productividad potencial, resguardando su buen ma-nejo y utilizada de modo que asegure una justa distribución de la riqueza que ellaproduce” (iade, 1983). en pos de dicho objetivo se planteaban los programas de concentración parce-larias estipulados en el capítulo iii del anteproyecto de ley. el concepto primordialque guiaba estas normas era el de unidades económicas mínimas para garantizarel aumento de la productividad, el mejoramiento de la estructura de propiedad enel campo y una mayor estabilidad y elevación del nivel de vida de los productoresagrarios. para ello, se preveía la expropiación de todas las áreas minifundistas,pero para su posterior redistribución en unidades económicas de explotación. 
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el anteproyecto contemplaba la cesión en arrendamiento e incluso la expropia-ción de predios mal explotados, los cuales serían pagados a través de bonos agrarios,nominativos, negociables y de aceptación obligatoria en los casos de expropiaciónestipulados por la ley. los bonos eran de tres tipos (a, B y c), con régimen deamortización, tipo de interés, plazo de gracia y utilización diferenciada, y se com-binaban con porcentajes variables de pago en efectivo en función del grado de ex-plotación al que los propietarios expropiados hubieran sometido a sus tierras(iade, 1983). asimismo, se establecía la extinción de dominio de los inmueblescon una superficie mayor a cuatro unidades económicas que se hayan mantenidoabandonados por el lapso de cinco años continuos. dicha extensión de dominiooperaría a favor del estado nacional o de las provincias, mientras que, en estos ca-sos, la pérdida de dominio no generaba derecho alguno en favor del propietariopara reclamar indemnización. se diseñaron asimismo programas de colonización y reconversión agropecuariaque tendrían lugar en tierras fiscales y en zonas marginales o de fronteras –previaincorporación de las obras de infraestructura necesaria– como así también en lastierras privadas que estaban retenidas de forma improductiva y que eran explotadasde manera deficiente. la propuesta de colonización implicaba que el asentamientode los productores se llevaría a cabo mediante la propiedad privada, y tambiénmediante una figura denominada “propiedad vitalicia no enajenable”, que se en-contraba sujeta al pago de un canon por parte del productor y la garantizaba elpleno uso de la tierra, por lo que, en la práctica implicaba un arrendamiento o usu-fructo vitalicio (lattuada, 1986).por último, se establecía la explotación agrícola comunitaria para aquellos casosen los que las comunidades a las que se iba a adjudicar la tierra tuvieran tradiciónde trabajo comunitario, situaciones en las que el consejo agrario nacional podríacrear explotaciones cooperativas2. en estos casos puntuales, la tierra no sería en-tregada en propiedad individual sino a la cooperativa en cuestión. 
2 el consejo agrario nacional era el organismo encargado de aplicar las disposiciones de la ley agraria.sobre esta institución, véase león y Rossi (2003b).
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en definitiva, los principios que se encontraban detrás de este anteproyecto deley estribaban en la función social que debía cumplir la tierra: su consideracióncomo un bien de trabajo –y no de renta–, el precepto de que la tierra vale por loque produce, y de que la riqueza que se extrae de la misma debe ser aprovechadapor los productores y la comunidad en su conjunto en una proporción justa. estosconceptos representaban el espíritu de esta ley como de toda la política aplicadahacia el sector. tal como señala lattuada (1986), dicha ley, en combinación con las demás po-líticas llevadas a cabo hacia el sector agropecuario, suponía un fuerte “riesgo” paralos sectores terratenientes: las medidas del ante-proyecto de ley agraria venían a combinarse y complementarseen el impuesto a la renta potencial normal de las explotaciones agropecuarias,como un movimiento de pinzas sobre la estructura agraria. el impuesto, en formaindirecta a través de la presión tributaria, tenía por principal finalidad que los pro-pietarios pusieran sus tierras en producción en niveles cercanos a los promediospotenciales, los que eran establecidos por los organismos técnicos del gobiernopara cada explotación. para aquellos casos en que, a pesar de lo gravoso que resultarael impuesto, los propietarios continuaran reteniendo la tierra en forma inexploradao sub-utilizada, sin haber optado por formas indirectas de producción vía arrenda-mientos, aparcerías, etc., o por la venta del predio, el ante-proyecto de ley agrariacontemplaba diversos sistemas para ponerlas en producción en sus niveles poten-ciales, que iban desde el arrendamiento forzoso hasta la expropiación con indem-nización en bonos a largo plazo. (p. 254) esta cuestión resulta clave para comprender la reacción que dicho anteproyectosuscitó, ya que, si bien la posibilidad de expropiación se vinculaba a ciertas situa-ciones puntuales relacionadas con la función social que debía tener la tierra, im-plicaba una amenaza para las relaciones sociales de producción que era percibidaclaramente por las fracciones dominantes. 
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El sector agropecuario entre mayo de 1973 y octubre de 1974. De la aceptación
inicial al creciente descontentoen sus inicios, la política de Gelbard fue aceptada sin mayores problemas portodos los sectores involucrados. en septiembre de 1973 se firmó el acta del com-promiso del estado y los productores para una política concertada de expansiónagropecuaria y Forestal, que establecía que el Gobierno nacional y los productoresy sus organizaciones representativas harían los mayores esfuerzos para llevar ade-lante la política convenida “destinada a incrementar y diversificar la producción,armonizándola con el desarrollo integral del país. para ello, los productores y lostrabajadores rurales tendrán intervención y compartirán con el Gobierno la tareade formulación y posterior cumplimiento del programa” (poder ejecutivo nacional,1973, p. 328).el acta fue firmada por una gran cantidad de entidades representativas delsector, y como corolario quedó constituida una comisión de política concertadacon el agro, que tendría a su cargo el estudio, la consulta y la elaboración demedidas de política agraria y forestal. ante cualquier propuesta del Gobierno, lacomisión debía emitir su opinión, lo que la constituía en una instancia consultivaobligatoria. esta dinámica expresaba una lógica política acuerdista que implicaba,esencialmente, que la propuesta de desarrollo debía ponerse en práctica en base aacuerdos programáticos con todos los sectores involucrados. si bien la consultaalargaba el trámite, en teoría debía cumplir la función de allanar el camino para laimplementación de las medidas minimizando las resistencias de los actores afec-tados.los integrantes de dicha comisión tenían un carácter permanente, y pertenecíana una gran cantidad de entidades entre las que pueden mencionarse la Federaciónagraria argentina (Faa), confederaciones Rurales argentinas (cRa), confederaciónintercooperativa agropecuaria (coninaGRo), sociedad Rural argentina (sRa),Federación cooperativas de consumo, unión de productores agropecuarios de laRepública argentina, Federación argentina de asociaciones de productores de laindustria Forestal, Federación Juventudes agrarias cooperativistas argentinas, asícomo la confederación General económica (cGe) y la confederación General deltrabajo (cGt). solo la poderosa confederación de asociaciones Rurales de Buenos
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aires y la pampa (caRBap) rechazó ser parte de la misma (Blejmar, 2016) y senegó a firmar el acta de compromiso.una primera fuente de conflicto se suscitó en torno al control de precios de losgranos ya que, producto del mismo, los productores no podían usufructuar los be-neficios derivados del elevado precio internacional de los cereales, que se habíaduplicado en dólares para el trigo y el maíz en 1973. en consecuencia, comenzarona negarse a sembrar trigo, y el Gobierno tuvo que autorizar un pequeño aumentodel precio de ese grano frente a la amenaza de los productores de utilizarlo comoforraje para los animales con tal de no cosecharlo al precio oficial (testa, 1975).no obstante, el elemento decisivo que rompió definitivamente los vínculos entreel sector agropecuario y el equipo económico fue el anteproyecto de ley agraria.Fue a partir de éste, en el marco de la muerte de perón a mediados de 1974, quelos sectores agrarios pasaron definitivamente a la ofensiva.a fines de mayo, la secretaría de estado de agricultura y Ganadería de la naciónenvió el anteproyecto de ley agraria en consulta a la comisión de política concer-tada. la comisión le dio entrada el 4 de junio, y la giró al subcomité específico detenencia de la tierra, que lo trató durante once sesiones, entre el 12 de junio y el18 de agosto. en el ínterin, el 5 de junio de 1974 el diario La Nación publicó completo el an-teproyecto de ley. esta difusión anticipada, que puede considerarse una forma deejercer presión para que la ley no fuera sancionada (iade, 1974), terminó gene-rando en efecto una fuerte oposición, especialmente por parte de quienes no veíancon simpatía la función social de la tierra, cuestión central del proyecto (Giberti,2003).dos puntos de la ley eran especialmente resistidos por las entidades del sector.uno de los más cuestionados era que se establecía la explotación agrícola comuni-taria. tal como recuerda Giberti: Éste fue uno de los puntos que despertó el mayor escándalo por parte de la Faa ycRa que poco menos dijeron que se iba a colonizar el país. porque maliciosamente
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difundían que esa modalidad iba a ser obligatoria, lo cual la ley no decía. Y curiosa-mente, la Faa –que toda la vida proclamó la reforma agraria– pidió en la comisiónde políticas concertadas que, en lugar de formar explotaciones cooperativas, sedijera que los colonos debían asociarse a cooperativas, que era una cosa totalmentedistinta a lo que proponía la ley. (Ramírez, 2011, p. 388)de esta manera, si bien se difundía que la propiedad agrícola comunitariatendría modalidad obligatoria, en el anteproyecto estaba solo contemplada paralos casos en que las comunidades a las que se iba a adjudicar la tierra tuvieran tra-dición de trabajo comunitario, caso en el que el consejo agrario nacional podríacrear explotaciones cooperativas. en estos casos puntuales, la tierra no sería en-tregada en propiedad individual sino a la gente que conformara la cooperativa encuestión (Ramírez, 2011).a esto se sumaba el cuestionamiento a las normas de reorganización parcelariaa partir de la creación de unidades mínimas de explotación, que de hecho benefi-ciaría a los pequeños productores, pero se tergiversaba y eso expandía el temor deexpropiación entre ellos: eso también fue utilizado falsamente, como casi todas las argumentaciones, paraasustar a los chacareros. “ustedes son minifundistas, la ley los va a expropiar a us-tedes también”, le decían a la gente. pero no les explicaban cómo iban a hacerporque la expropiación no consistía en sacarlos del campo. una vez que se adquiríala propiedad legal de la tierra, se hacía el plan de redistribución comprando latierra vecina. Recién después, una vez que estuviera planificada la redistribuciónen unidades económicas, el asentamiento era definitivo. eso implicaba que enningún momento los productores dejaban de poder trabajar sus tierras. pero la so-ciedad Rural y compañía lo presentaban como que iban a ser expropiados y que seiban a quedar sin tierra (Ramírez, 2011, p. 389).lo que se buscaba, en definitiva, era sembrar el pánico, crear la sensación deque todo el sistema de propiedad privada, propia del capitalismo, estaba en cues-tionamiento. la expropiación de la tierra tendría lugar solo en casos puntuales yno de forma generalizada, pero suponía una amenaza a la propiedad que no iba a



ser tolerado por los productores agropecuarios, que caracterizaron a Giberti como“marxista” (testa, 1975). apenas publicado el anteproyecto, la sRa realizó un editorial publicado en losanales de 1974, donde señalaba que no solo se oponía a la restructuración delsector agrario, sino a sustantivos aspectos de fondo del anteproyecto como la ex-tinción de dominio, la concentración parcelaria y la colonización de tierras. laspolíticas delineadas en el anteproyecto de ley conllevaban, para esta visión, la ge-neración de incertidumbre sobre la producción y la propiedad agrarias. este enfo-que del anteproyecto como generador de incertidumbre sobre la propiedad de latierra se exacerbó en el mensaje al agro de 1974, en el cual la sRa sostuvo explíci-tamente que éste constituía un “ataque directo a la propiedad” (Makler, 2006)3. el 27 de agosto emitió su opinión la comisión: aprobaron con modificacionesla mayoría de las entidades, con excepción de cRa y la sRa que rechazaron el pro-yecto. la versión definitiva se elevó al Ministerio de economía el 24 de septiembrede 1974, y se solicitó su tratamiento en sesiones extraordinarias. es en este esce-nario que se produjo una creciente ofensiva de los sectores más concentrados delagro en contra del anteproyecto, que incluyó solicitadas, declaraciones, asambleasy, en el contexto de crecientes disputas dentro de la alianza gobernante, el “bloqueo”del mismo desde el interior del congreso.al respecto, resultan elocuentes las reflexiones de lattuada (1986):los sectores que se oponían a la política agraria seguida hasta allí ya se habíanapoderado de la mayoría de los aparatos del estado. ni la cámara de diputados,que en su momento se había enfrentado con estos mismos sectores internos que se
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3 cabe mencionar la anécdota relatada por Giberti (2003) sobre el accionar de la sRa en lo que respectaa esta ley. Giberti recuerda que celestonio pereda, presidente por entonces de esa entidad, le había co-mentado en un almuerzo protocolar que el proyecto de ley se aprobaría por unanimidad, con la modifi-cación de tres o cuatro artículos. no obstante, al tratarse en la comisión nacional de política concertada,no tuvo la misma actitud conciliadora. en esta instancia la sRa planteó un rechazo frontal por discre-pancias fundamentales, por lo que no participó del tratamiento en particular de cada artículo. en defini-tiva, el accionar de la entidad supuso la aceptación de palabra, en sus inicios, para luego en el momentodefinitorio oponerse frontalmente, sin matices al mismo.
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habían opuesto a la política agraria, en su conflicto con el senado por la ley delmonopolio estatal de la comercialización de granos, ni el poder ejecutivo, que habíacambiado de manos, respaldaban la política agraria. para ese entonces estaban blo-queados por el poder ejecutivo más de treinta proyectos. (p. 263)en este período se suscitaron diversos conflictos entre el Gobierno y las enti-dades del agro. en septiembre, tuvo lugar el denominado episodio de olavarría, araíz del acto inaugural de la 42° exposición de Ganadería, industria y comercio, ala que estaba invitado como orador Horacio Giberti. Juan Becker, secretario de la sociedad Rural de olavarría, comenzó su discursocon un fuerte tono de críticas al Gobierno y a la política agropecuaria sosteniendo:es por ello que deseamos puntualizar lo difícil que resulta producir en un ambientecolmado de incertidumbres, donde los hombres y las instituciones somos enfren-tados unos contra otros, no porque hayamos errado el camino de la realidad, sinoporque los ideólogos de turno quieren satisfacer las expectativas de un grupo hu-mano ocioso, que solamente espera un cambio de situación para revertir el procesoque va desde el régimen de tenencia de la tierra hasta la posesión de bienes quenunca contribuyeron a cimentar; si quienes reclaman este cambio de situación enel país ofrecieran antecedentes de haber elaborado en una pequeña proporción lasriquezas que hoy ostenta nuestra nación, les cabría el derecho de reclamar comolo hacen, pero ocurre que la realidad es totalmente otra y de una actitud evidente-mente pasiva por razones de formación y mentalidad, sólo pretenden un cambioradical y afortunado, que no son capaces de obtener con su esfuerzo personal.(Makler, 2005b)en ese momento, Giberti se levantó del palco y se retiró, por considerar que lostérminos del discurso eran agraviantes e insultantes. este episodio tuvo como co-rolario una cada vez más ríspida relación entre la secretaría de agricultura y lasentidades del agro, particularmente la caRBap, que “sugería”, en una carta del 19de septiembre a sus entidades afiliadas, que no asistieran a las reuniones decarácter agropecuario organizadas por el Gobierno (Makler, 2005b).
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un mes más tarde, el encuentro fue en otra localidad de la pampa Húmeda,chacabuco, y participaron caRBap, la sRa, confederaciones Rurales del litoral ydelegados de las sociedades rurales del interior. producto de esta reunión seelaboró el documento denominado “declaración de chacabuco”, donde se criticabael anteproyecto por su esencia colectivizante y por su cuestionamiento al derechode propiedad (Makler, 2006). en cuanto a la Faa, desde su publicación en La Nación, la entidad apoyó el an-teproyecto de ley, y publicó un comunicado en junio de 1974 en el que expresóque éste interpretaba sus reclamos históricos respecto de la propiedad y tenenciade la tierra pero que adolecía de omisiones y deficiencias que debían ser corregidas(lázzaro, 2013). incluso respondió a la declaración de chacabuco rechazando laactitud de caRBap y de la sRa de hostilidad hacia el Gobierno. las ligas agrarias,por su parte, en agosto de 1974 –en el marco del denominado parlamento agrarioque había sido creado por el segundo congreso nacional de ligas agrarias, conuna participación de más de diez mil pequeños y medianos productores– le solici-taron al Gobierno la promulgación del anteproyecto, y rechazaron la propuesta dela sRa por “antinacional” (lázzaro, 2013). no obstante, estos sectores agropecuarios que inicialmente habían apoyadoeste proyecto, cuando llegó el momento de prestarle apoyo activo no lo hicieron.en el caso de las ligas agrarias, pese a la solicitud para que se promulgase la ley,su posición distó de caracterizarse como apoyo absoluto. según relata lázzaro(2013, p. 163): “en opinión del propio Giberti: ‘[…] siempre objetaron todos nuestrosproyectos por poco avanzados. los apoyaban pero siempre los criticaban’”. en sus
Memorias, el secretario de agricultura y Ganadería de Gelbard sostuvo que:a los integrantes de las ligas yo les reconozco que eran gente bien inspirada, aunquepara mí hacían macanas, como volcarse mucho al extremismo. ellos no apoyabanel proyecto de ley agraria y decían que iban a hacer un proyecto propio porque elnuestro era muy tibio. (Ramírez, 2011, p. 388)de esta manera, paradójicamente estos sectores provenientes de la izquierdatambién eran críticos del anteproyecto porque no iba suficientemente a fondo en
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la reestructuración del sector, cuestionando la expropiación que suponía un pagoen bonos a largo plazo y a favor de una confiscación, que implicaría que no sepagara nada a cambio de la tierra (Ramírez, 2011). en el caso de Faa, Giberti recuerda que:la Faa algunas veces apoyaba cosas y otras rechazaba. por ejemplo, en la ley agrariarechazaron varios puntos como el de las explotaciones cooperativas (…), lo cualera un disparate para la posición histórica de la Faa. pero al mismo tiempo lo queapoyaban no lo defendían muy calurosamente. (Ramírez, 2011, p. 386)4
la cGt, por su parte, que había apoyado el proyecto en la comisión de políticasconcertadas, en el lapso de pocos días modificó su opinión, sosteniendo pública-mente que “no tenía conocimiento suficiente sobre el anteproyecto en cuestión”(lattuada, 1986). el 15 de octubre de 1974 emitió un comunicado de prensa en elque, sin explicar las razones del cambio, proclamaba que la entidad no avalaba elproyecto de ley agraria (Giberti, 2003)5.

4 también resultan elocuentes las palabras de Giberti con respecto a las cooperativas: “las cooperativas–incluida coninagro– tuvieron una posición muy ambigua y vergonzosa. en un momento, incluso se re-tiraron de la comisión con excusas. no sé si lo hicieron a propósito o no, pero coincidió con el momentoen que nosotros presentamos el proyecto de ley agraria. ese proyecto tenía casi doscientos artículos, ycuando se pasó a estudio de las subcomisiones pasó a la comisión central, donde ya las propias entidadesen la comisión de políticas concertadas iban a fijar su opinión. para entonces las cooperativas se rein-corporaron –un poco por presiones de Gelbard– y al momento de fijar posición se excusaron argumen-tando que como se habían alejado de la comisión no habían podido estudiar el tema. pero el proyecto deley agraria se había discutido cuatrocientas mil veces en todos lados, había aparecido en los diarios, laspropias cooperativas en forma individual habían opinado a raja cincha. no podían argumentar que no loconocían. simplemente no estaban de acuerdo con la ley pero no quisieron decirlo porque dentro del es-píritu cooperativo oponerse al proyecto no quedaba muy bien” (Ramírez, 2011, p. 386).
5 Resulta significativo el contraste con el rol cumplido por la cGt en las Jornadas agrarias de 1962-1963,en el marco del programa Huerta Grande y del plan de lucha de esos años. según analiza carlos león(2016), esta institución representativa del movimiento obrero tuvo una importancia crucial en la convo-catoria a discutir la cuestión agraria del país, vinculada a la función política que asumió en esa etapa y asu preocupación por el desarrollo económico y social. en estas Jornadas, en contraposición a la posiciónfinalmente tomada en 1974, la cGt aportó lineamientos a tener en cuenta para el logro de una discusiónprofunda del tema y documentos de apoyo a experiencias de reformas agrarias en otros países, a partirde la premisa de que un proceso de reforma agraria debe formar parte ineludible de un proyecto de de-sarrollo económico.
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las reflexiones del propio Giberti dejan en evidencia la falta de apoyo que teníael Gobierno para la aplicación de legislaciones que bregaban por una reestructu-ración del sector, lo que resultaba fundamental para el éxito de este tipo de medidas,que generaban un rechazo y una ofensiva furibunda por parte de los sectores másconcentrados del agro.a partir de la renuncia de Gelbard y de Giberti en octubre de 1974, apenasunos meses luego de la muerte de perón y con el cambio en el interior de la alianzagobernante, se interrumpió definitivamente la aplicación de estas políticas haciael sector agrario. se postergó –indefinidamente– la aplicación del impuesto a larenta normal potencial de la tierra. Giberti fue reemplazado por el ingeniero agró-nomo carlos emery, quien dejó cesante al equipo de técnicos de la secretaría deagricultura y Ganadería que había sido contratado para realizar el estudio de re-gionalización destinado a implementar dicho impuesto, y que trabajaba junto conlos técnicos del inta (Gárgano, 2015). 
1975: El sector agropecuario pasa a la ofensiva tras la renuncia de Gelbard, fue tomando fuerza una creciente ofensiva delsector agropecuario contra el Gobierno. Hacia fines de 1974 se constituyó el comitéde acción agropecuaria (caa), conformado por la sRa, cRa y coninaGRo, unode cuyos primeros reclamos fue en torno a la regulación de los precios de los pro-ductos del sector por parte de las Juntas de Granos y de carnes. a principios de enero de 1975, el Gobierno concedió un reajuste de los preciosde la hacienda, y reemplazó la aplicación del impuesto a la renta normal potencialde la tierra por un impuesto de emergencia como en 1974 (la nación, 1975). noobstante, los miembros del caa siguieron mostrando preocupación, dado que elaumento resultaba insuficiente y a su entender quedaban cuestiones primordialessin resolución (Baudino y sanz cerbino, 2011). la militancia de los productores agrarios tanto grandes como pequeños contrael peronismo en el poder retomó con crudeza y de forma creciente a inicios de1975, y la principal fuente de conflicto durante el período fueron los precios
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pagados por el Gobierno en algunas regiones específicas del país (testa, 1975). elconflicto con el sector involucró a las distintas entidades representativas que, a suvez, se disputaban la conducción del descontento de los productores agropecua-rios.el 18 de enero, lideradas fundamentalmente por caRBap, se realizaron asam-bleas en distintas zonas para delinear un plan de acción frente a lo que considerabanuna acuciante situación del agro. la asamblea de Bahía Blanca fue presidida porJorge aguado (presidente de dicha entidad), quien efectuó fuertes críticas a la po-lítica oficial sobre las carnes y exhortó a los productores a ser más “categóricos”en la defensa de sus intereses, señalando que correspondía “aplicar el estado dealerta económico agropecuario en todo el país” (la nación, 1975).la Faa se sumó a los reclamos del sector, y su presidente Humberto Volandotambién expresó su disconformidad luego de juntarse con el ministro de economíaque en ese entonces era alfredo Gómez Morales, quien asumió el cargo luego de larenuncia de Gelbard en octubre de 1974. en este marco, entre el 1 y el 16 de febrero de 1975 se realizó un paro comercialganadero, medida que fue aprobada por entidades de base adheridas a la Faa conla aceptación de la dirección. el 3 de febrero de 1975, la Faa dio a conocer un co-municado en el que sostenía que “pese a las interferencias provocadas por entidadesvinculadas a la ganadería, interesadas en frenar y confundir las iniciativas de lospequeños y medianos productores, y de las advertencias oficiales”, la suspensiónde envíos de hacienda al mercado continuaría “tal como estaba previsto”. Final-mente, agregaba que la entidad apoyaba firme y solidariamente “esta acción pacíficaque en las actuales circunstancias adquiere significado de una fundada protesta”(la nación, 1975).la Faa participó también de diversos paros comerciales, en chaco y santa Feen el marco del conflicto por los precios del girasol y en Río negro y neuquén porla fruticultura. en santa cruz, la Federación de instituciones agropecuarias dedicha provincia inició protestas en el marco de la crisis del sector lanero, mientrasque, a fines de febrero y en varias provincias del país (corrientes, entre Ríos, cór-
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doba, Buenos aires, santa Fe, chaco y Formosa), la coordinadora nacional de ligasy Movimientos agrarios realizó un paro de dos días ante la falta de respuestas porparte del Gobierno.en estrecha vinculación a una disputa por la conducción del movimiento agrarioopositor, las corporaciones nucleadas en el caa no apoyaron el paro comercial ga-nadero organizado por la Faa, pero participaron activamente en numerosos recla-mos y conflictos que caracterizaron al sector, reclamos que incluyeron medidas defuerza como bloqueos de ruta, cierre de comercios, suspensión de entregas deleche, entre otros (Baudino y sanz cerbino, 2011).producto de esta escalada, el 3 de marzo el caa realizó un paro comercialagrario de 24 horas, que constituyó un hito a partir del cual el conflicto comenzó aadquirir una dimensión nacional en detrimento de las medidas anteriores, de ca-rácter regional. tomando distancia de la ofensiva opositora, la Faa no participó dela medida de protesta, pero emitió una declaración en la que objetó la políticaagropecuaria del Gobierno, y llamó a retomar los lineamientos establecidos en elacta de compromiso del estado y los productores de 1973. el Gobierno estableciónuevos precios con el objetivo de destrabar la tensa relación, pero no logró con-formar a los productores. en abril de 1975, un crítico comunicado de cRa sobre la situación del campopreparaba el terreno para una nueva medida de fuerza. no obstante, ante la negativade la sRa y coninaGRo debido a que no consideraban que era el momento opor-tuno, el conflicto terminó con la renuncia de aguado al caa, donde era represen-tante por cRa. tuvo lugar entonces un acercamiento entre cRa y Faa en el marco del cual seconvocó conjuntamente a un paro comercial ganadero de tres días para el 19 demayo, que terminó de sellar la liquidación del caa. el paro señalado tuvo un altoacatamiento, y la sRa terminó sumándose entre el 4 y el 6 de junio a un nuevoparo comercial que esta vez realizó el comité de defensa de la producción lechera(codepRole), al cual también adhirieron Faa y algunas cooperativas (Baudino ysanz cerbino, 2011). 
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el contexto post Rodrigazo6 y la cada vez más fuerte oposición a las políticasgubernamentales llevó a que, en julio de 1975, la Federación agraria argentina, elala agropecuaria de la cGe, se retirara de esta confederación (acuña, 1996), lo quepuso en evidencia la merma de poder político que tenía en esta coyuntura la cGe,en contraposición con las primeras etapas. apenas un mes más tarde, en agosto de 1975, se creó la asamblea permanentede entidades Gremiales empresarias (apeGe), que reunía al sector empresarioindustrial, comercial y agrario más poderoso. la solicitada de presentación de estaentidad se publicó en La Nación el 14 de agosto de 1975, y fue firmada por alrededorde cincuenta entidades empresarias, entre las que se encontraban la sRa, cRa, lacámara argentina de comercio y servicios y la cámara de la construcción. tambiéncongregó a muchos industriales disconformes con la política de la cGe y de launión industrial argentina (uia) –que aún mantenía un acuerdo formal con lacGe a través de la cina (Rougier y Fiszbein, 2006)–, entre los que puede mencio-narse a la coordinadora de las industrias de productos alimenticios (copal) y alMovimiento de unidad industrial (Mui); y entidades que históricamente habíanadherido a la cGe como Federación argentina de entidades empresarias de auto-transporte de pasajeros (Fatap) y Federación argentina de entidades de auto-transporte de cargas (Fadeeac). de esta manera, en el marco del surgimiento y consolidación de la apeGe, enlos últimos meses de 1975 un importante número de corporaciones empresariasregionales se desafilió de la cGe tal como lo había hecho en julio la Faa, y se suma-ron a las filas de la novedosa entidad opositora (Baudino y sanz cerbino, 2011).con una efímera presencia histórica de tan solo ocho meses, la importancia de laapeGe radica en que fue la exitosa encargada de aglutinar la oposición de los sec-
6 el Rodrigazo consistió en una política de shock llevada a cabo en junio de 1975 por celestino Rodrigo,que implicó una fuerte devaluación (duplicación del valor del dólar para transacciones financieras, au-mento de 80 por ciento del dólar turista y de 160 por ciento para transacciones comerciales), una im-portante suba tarifaria (de entre 40 y 75 por ciento) y fuertes incrementos de las naftas, junto con unaumento salarial mucho menor. esta política desató una fuerte resistencia que terminó con la renunciade Rodrigo y que tuvo como resultados económicos un importante incremento de los niveles inflaciona-rios junto con una gran retracción de la actividad económica (Restivo y dellatorre, 2005).
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tores empresarios al gobierno peronista, al conformarse como un polo opositorque desafiaba abiertamente a la cGe y que, a su vez, desgranaba sus bases (schvar-zer, 1991) en el marco del creciente descontento empresario.apenas conformada la apeGe, la ofensiva del sector agropecuario comenzó in-mediatamente. cRa y Faa convocaron a un paro comercial ganadero de once días,entre el 19 y el 29 de septiembre de 1975, del cual participó también caRBap yadhirieron diversas cámaras de comercio, con apoyo de diputados de la unióncívica Radical y de otras fuerzas políticas. si bien la sRa en una primera instanciamantuvo una posición cauta, luego del fracaso de las negociaciones con el Ministeriode economía también terminó sumándose al paro convocado por las mencionadasinstituciones. entre el 24 de octubre y el 10 de noviembre tuvo lugar un nuevo paro comercialganadero, convocado por Faa y cRa y con el apoyo de la sRa. uno de sus mayoresefectos por su alto acatamiento y su duración fue un significativo desabastecimientoy el incremento en los precios, al puno que se declaró en emergencia el abasteci-miento de carne.la apeGe caracterizaba la situación del país como una gravísima crisis econó-mica, ética, política y social, y exigía medidas drásticas, entre las que se encontrabanla eliminación de los factores jurídicos y sindicales que impedían el aumento de laproductividad, el recorte del gasto público, la liberación de precios y del comercioexterior (sanz cerbino, 2010), bregando, en definitiva, por la implantación de unapolítica económica de claro corte liberal.el 13 de diciembre se realizaron tres asambleas simultáneas con las bases em-presarias en Rosario, Bahía Blanca y córdoba, en las que se revalidó el programa ypronunciaron discursos importantes representantes de las instituciones que sevenían movilizando como caRBap, FeBa y sRa. el intento por parte del Gobierno de sancionar una nueva reforma impositivaderivó en una nueva ofensiva empresaria. la apeGe publicó una solicitada el 20de diciembre de 1975 en la que se denunciaba el “avance fiscalista”, cuestionando
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que su finalidad era mantener gastos improductivos que resultaban ajenos al “in-terés general” y que como consecuencia de la misma se agravaría la situación decrisis y se incrementaría la desinversión. Ésta concluía con una fuerte adverten-cia:la asamblea permanente de entidades Gremiales empresarias, que ha declaradoel estado de alerta de los empresarios, advierte a los poderes públicos que la sanciónde estas medidas, junto a los desmesurados aumentos impositivos de provincias ymunicipios, provocará reacciones y medidas que el empresariado no desea pero alas que habrá de recurrir en defensa de su supervivencia. (la nación, 1975) la apeGe continuó la ofensiva y convocó a una nueva asamblea empresariapara el 28 de enero de 1976 de la que participaron más de 700 empresarios. el se-cretario de apeGe Roberto Meoli abrió las deliberaciones sosteniendo:este nucleamiento, sin estructura vertical, sin aportes obligatorios, sin compromisospolíticos ha venido a llenar un prolongado vacío en la expresión empresaria globalexistente hasta su aparición, tras un largo y penoso período en que la única voz quese escuchaba es la que está comprometida con el esquema colectivista, estatizantey demagógico que padecemos, razón y origen del descalabro económico, político,social y moral que amenaza nuestra propia subsistencia como nación. (la nación,1976)los discursos durante la asamblea se caracterizaron por una dura crítica haciala cGe, a la que hacían responsable junto a Gelbard, su máximo dirigente histórico,por la crisis reinante. en ella se resolvió que si el Gobierno en el plazo de entre unasemana y un mes no satisfacía sus reclamos a partir de la modificación de la políticaeconómica, se dispondrían un paro general patronal, la suspensión del pago deimpuestos y la retención de cargas fiscales, aportes sindicales y otros gravámenes.Finalmente, la asamblea otorgó mandato al secretariado directivo para convocara un lockout patronal. la fecha fijada fue el 16 de febrero de 1976, día en que elparo empresario convocado por la apeGe con intenciones claramente desestabili-zadoras detuvo al país. el paro tuvo un significativo acatamiento vinculado funda-
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mentalmente al cierre de todo tipo de comercios, que daba la imagen de que elpaís estaba prácticamente parado (Horowicz, 2015; Blejmar, 2016). el 27 de marzo tenían previsto iniciar otro lockout. no obstante, tres días antesde esa fecha se produjo el golpe militar que finalmente derrocó al tercer gobiernoperonista. 
Reflexiones finales. El tercer gobierno peronista y sus límitesen el contexto de una política económica que pretendía reestructurar el fun-cionamiento del capitalismo argentino a partir del aliento a la denominada bur-guesía nacional en detrimento de los sectores económicamente predominantes, lapolítica agropecuaria del tercer gobierno peronista pretendía redefinir las rela-ciones de fuerza en el sector a través de la defensa de los pequeños productores yla priorización de la función social de la tierra, en línea con la premisa de que latierra debe ser para los que la trabajan. así, la gestión de Horacio Giberti al frentede la secretaría de agricultura y Ganadería buscaba promover el acceso a la tierray mejorar su productividad haciendo más equitativa la estructura de propiedaden el campo.el análisis del comportamiento de las entidades empresarias durante el períodopone de manifiesto la dificultad que conllevó –en un contexto institucional de porsí sumamente complejo– la implementación de este programa. si bien en una pri-mera instancia la gran mayoría de las entidades representantes del sector agrope-cuario adhirieron de palabra al programa económico, en cuanto el panorama polí-tico se modificó con la muerte de perón las clases dominantes y las organizacionesque las representan pasaron claramente a la ofensiva, y fueron protagonistas deactividades de desestabilización que, junto con otros factores, propiciaron la llegadade la dictadura militar de 1976.cabe mencionar, en este marco, los límites que tuvo el funcionamiento del mo-delo de desarrollo basado en acuerdos programáticos con los sectores y actoresinvolucrados. estas limitaciones se encuentran relacionadas al hecho de que, en elplano discursivo y mientras el Gobierno contaba todavía con poder político, casi
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todos los sectores acataban y manifestaban su apoyo. no obstante, esto no implicabaque estas políticas tuvieran aceptación generalizada, y que fuera viable la cons-trucción de una hegemonía en torno a estos lineamientos. luego de la muerte deperón, el enfrentamiento con el bloque dominante se volvió inevitable en tanto laspolíticas implementadas afectaban sus intereses de forma directa. expresión deello fue una crisis de dominación galopante que, lejos de resolverse dentro delpropio sistema, terminó con la liquidación del patrón de acumulación basado enla industrialización por sustitución de importaciones. este modelo de desarrollo terminó trágicamente, con la puesta en marcha deun terrorismo de estado y la instauración de un patrón de acumulación basado enla valorización financiera del capital que implicó un proceso de desindustrializacióny de deterioro de la economía conjuntamente con una fuerte desvalorización delsalario real y una reducción de la participación de los asalariados en el ingreso. elestudio del accionar de las entidades empresarias agropecuarias durante el períodopone en evidencia que esto no fue un proceso “natural” derivado de falencias in-trínsecas del programa económico. por el contrario, estas entidades, dentro de lascuales resalta la importancia de la apeGe como expresión política del bloque do-minante, cumplieron un rol crucial en la ofensiva final contra el gobierno peronista,en abierto enfrentamiento a políticas que ponían en riesgo sus intereses económicosy su propio lugar en la estructura productiva.
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